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DECRETOS: El Servicio Nacional Integrado de 
Administración Aduanera y Tributaria 
(SENIAT) establece nueva unidad de 
referencia y montos para la calificación de 
sujetos pasivos especiales. 

En fecha 14 de marzo de 2023, fue publicado 
en Gaceta Oficial Nro. 42.588, la Providencia 
Administrativa Nro. SNAT/2023/00005, por 
medio de la cual se adopta el tipo de cambio 
oficial de la moneda de mayor valor como la 
unidad de referencia para determinar la base 
a partir de la cual las Gerencias Regionales de 
Tributos Internos podrán calificar a un 
contribuyente como sujeto pasivo especial a 
personas jurídicas que hayan obtenido 
ingresos brutos iguales o superiores al  
equivalente de 30.000 veces el tipo de cambio 
oficial para impuestos anuales, o ventas o 
prestaciones de servicios iguales o superiores 
a 2.500 veces en alguno de los últimos 6 
meses para impuestos mensuales. 

Asimismo, podrán ser calificados como 
sujetos pasivos especiales por la Gerencia 
Regional de Tributos Internos de 
Contribuyentes Especiales de la Región 
Capital, independiente del domicilio fiscal, los 
contribuyentes dedicados a las actividades 
primarias, industriales, transporte y 
comercialización de hidrocarburos, así como 
los principales proveedores, contratistas y 
prestadores de servicios del sector 
hidrocarburos. 

Para consultar el tipo de cambio oficial de la 
moneda de mayor valor ingrese a la sección 
de “Tipo de cambio oficial del BCV” en 
https://www.bcv.org.ve/seccionportal/tipo
-de-cambio-oficial-del-bcv  

Se dispone que los emprendimientos 
registrados en el Registro Nacional de 
Emprendimientos, los contribuyentes que se 
dediquen exclusivamente a actividades 
agrícolas y las personas jurídicas que tengan 
menos de 1 año de haber iniciado sus 
operaciones comerciales, no podrán 
calificados como sujetos pasivos especiales. 
En caso que alguno de los señalados 
contribuyentes haya sido calificado como 
sujeto pasivo especial antes de esta 
Providencia, el SENIAT procederá a revocar la 
calificación. 

B&L RESPONDE: ¿Mi empresa puede perder 
la condición de sujeto pasivo especial si no 
genera los ingresos señalados por la 
Providencia?                                                                               
No, ningún contribuyente calificado y 
notificado como sujeto pasivo especial 
perderá la condición, con excepción de los 
arriba señalados. 

Finalmente, la Providencia Administrativa 
dispone que, a los efectos de establecer los 
montos de ingresos brutos para la calificación, 
privará la estimación efectuada por el SENIAT 
a partir de los procedimientos de verificación, 
fiscalización y determinación, así como la 
información obtenida por el SENIAT de 
terceros con los que el contribuyente guarde 
relación. 

DECISIONES: Sala Constitucional ratifica que 
corresponde conocer a la jurisdicción arbitral 
cuando exista acuerdo de arbitraje exclusivo 
y excluyente, de acuerdo al artículo 5 de la 
Ley de Arbitraje Comercial, así como ratifica 
el carácter de cosa juzgada del laudo arbitral  
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El 09 de marzo del 2023, la Sala Constitucional 

del Tribunal Supremo de Justicia, en ponencia 

de la Dra. Lourdes Benicia Suárez Anderson, 

dictó sentencia Nro. 0107, con ocasión a 

solicitud de revisión constitucional contra 

sentencia de la Sala Político-Administrativa 

que declaró la falta de jurisdicción ordinaria 

con base a la existencia de una cláusla 

compromisoria de arbitraje en el contrato 

suscrito entre las partes. Al respecto, 

estableció la Sala: 

“Denótese como ya esta Sala precisó que los 
tribunales arbitrales despliegan una auténtica 
función jurisdiccional encargada de la 
resolución de las disputas surgidas entre 
particulares que han decidido, en el ejercicio 
de su autonomía voluntaria, optar por el que 
sus posibles diferencias sean tratadas a través 
de los medios alternos de resolución de 
conflictos, siendo que al tratarse de una 
función propiamente jurisdiccional existe la 
posibilidad de que la misma sea examinada a 
través de los mecanismos de control que 
permiten la materialización efectiva de la 
supremacía constitucional que debe imperar 
en un Estado de Derecho.  

En síntesis, puede afirmarse que el arbitraje 
deviene del principio de autonomía de 
voluntad de las partes que tiene su prole en el 
derecho constitucional al libre 
desenvolvimiento de la personalidad y es así 
como el ordenamiento jurídico no puede dejar 
de reconocer en la persona un ámbito de auto 
soberanía para reglamentar sus propias 
situaciones jurídicas y, a través de ellas, dar 
cauce a sus fines, intereses y aspiraciones. A 
tal efecto, la Constitución de la República 

Bolivariana de Venezuela ha consagrado en su 
artículo 20 el derecho al libre 
desenvolvimiento de la personalidad como 
derecho humano fundamental, el cual debe 
interpretarse en sintonía con el derecho de 
libertad económica contemplado en el 
artículo 112 del mismo texto constitucional 
que determina la libertad de las personas para 
establecer sus relaciones contractuales, solo 
limitándolas a través de principios atinentes al 
derecho ajeno y el orden público, 
tradicionalmente previstos en el artículo 6 del 
Código Civil; en este sentido, es de inferir que 
en virtud del acuerdo de arbitraje las partes 
que lo suscriben se obligan a someter sus 
controversias a la decisión de árbitros y 
renuncian a hacer valer sus pretensiones ante 
los jueces de la jurisdicción ordinaria, siendo 
que este acuerdo de arbitraje es exclusivo y 
excluyente de dicha jurisdicción tal y como se 
prevé en la parte in fine del artículo 5 de la Ley 
de Arbitraje Comercial.” 

DECISIONES: Sala Constitucional ratifica que 
los elementos característicos de una relación 
de trabajo y lo cuales deben ser valorados a 
la luz del principio de primacía de la realidad 
sobre las formas o apariencias y de los 
elementos de prueba de las partes. 

El 23 de febrero del 2023, la Sala 
Constitucional del Tribunal Supremo de 
Justicia, en ponencia del Dr. Luis Fernando 
Damiani Bustillos, dictó sentencia Nro. 0028, 
con ocasión a solicitud de revisión 
constitucional contra sentencia de la Sala de 
Casación Social que declaró con lugar recurso 
de casación laboral y sin lugar la demanda por 
cobro de acreencias laborales. Al respecto, 
estableció la Sala: 
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“Se desprende del extracto de la decisión cuya 
revisión se solicita copiado parcialmente 
supra, que a la luz del principio de primacía de 
la realidad sobre las formas o apariencias y de 
los elementos de prueba de las partes 
(contratos de servicios profesionales, contrato 
de asesoría legal, informes de gestión de 
resultados y facturas por pago de honorarios 
profesionales), se sostuvo en forma motivada 
que el accionante Luis Rafael Pulido Salazar 
era un profesional del derecho que prestaba 
asesorías en el área jurídico-legal y llevaba 
asuntos judiciales y extrajudiciales, sin 
exclusividad, no prestando sus servicios bajo 
los elementos característicos de una relación 
de trabajo con la sociedad mercantil PDV 
Marina S.A., pues no existía subordinación con 
cumplimiento de horarios, órdenes o 
instrucciones, recibía honorarios 
profesionales a cambio de facturas y solo 
debido al cúmulo de causas judiciales y 
asuntos legales pendientes a los fines de 
facilitar el trabajo realizado se le puso a su 
disposición una vivienda, quedando 
desvirtuada la presunción de laboralidad; en 
consecuencia, los pronunciamientos 
contenidos en la sentencia objeto de revisión, 
no vulneraron, omitieron o violaron algún 
derecho constitucional o algún principio de tal 
categoría que ha sido denunciado, en razón de 
ello, se desecha la presente denuncia. Así se 
decide.” 

 


